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Resumen: 


En este ensayo se plantea la hipótesis de que el pueblo es un actor 
histórico potencial siguiendo el planteamiento de la articulación de las 
demandas populares vinculadas con su institucionalidad, es decir se 
abandona el concepto del pueblo masa pasivo, sustituido por el pueblo 
participativo. Para tal propósito se sigue el estudio de Cadahia (2019), 
estableciendo dos premisas como ejes de argumentación: la articulación de 
demandas ciudadanas y la institucionalidad de las mismas, en el marco de 
programas públicos del gobierno populista del kirchnerismo, para concluir si 
existe un vínculo entre participación ciudadana y populismo que permitan 
identificar una nueva alternativa democrática. 
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1. Introducción 


Para aproximarnos al problema de la relación entre la participación 
ciudadana y el populismo partiendo del análisis de la articulación de 
demandas ciudadanas y su concretización en el orden institucional como 
elementos propios del ejercicio democrático. En principio se expone un 
marco teórico sobre la evolución del concepto de ciudadanía en las 
perspectivas de Marshall, Turner, Tilly, y Tamayo, para recuperar los 
elementos epistemológicos de la participación ciudadana en su vínculo con 
el fenómeno del populismo. Enseguida se atiende a una descripción de la 
universalidad del populismo en sus diferentes matices, para abordar la 
cuestión de sí el populismo representa una alternativa democrática al 
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demostrar algún vínculo con la participación ciudadana, finalmente se 
presenta una reflexión sobre la incorporación de la dimensión participativa 
como eje estructural de las políticas públicas del populismo. 


2. Consideraciones teóricas sobre el concepto de ciudadanía en 
T.H. Marshall, Bryan Turner, Charles Tilly y Sergio Tamayo 


Para fundamentar la legitimidad del concepto de ciudadanía y su 
configuración participativa, en el presente apartado se expone una reseña 
desde cuatro perspectivas teóricas donde se presentan los elementos 
principales que estructuran dicho concepto y su desarrollo histórico. 


2.1 El modelo de ciudadanía en T.H. Marshall 


El primer enfoque a considerar es el análisis de Marshall sobre la 
Ciudadanía y clase social (1997), en Inglaterra de los siglos XVIII al XX, 
distinguiendo la ciudadanía en tres dimensiones: los derechos civiles, 
sociales y políticos. El derecho civil se refiere a la libertad de la persona, que 
comprende la libertad de expresión y pensamiento, de creencia religiosa, 
del derecho a la propiedad, de celebrar contratos legales y el derecho a la 
justicia. El derecho político remite a la posibilidad de participar en el 
ejercicio del poder político y el derecho social se refiere a la garantía del 
bienestar económico en materia de salud, educación y vivienda. Estos 
elementos no están sujetos a negociación y se desarrollaron a través de 
instituciones como el parlamento, los tribunales de justicia y los consejos 
locales, en tres estadios: en el siglo XVIII, se consolidó el derecho civil, en el 
XIX, el derecho político y en el XX, el derecho social. El reino de los derechos 
civiles tuvo por origen el ser impulsado por los tribunales, por ejemplo, se 
abolió la condición de siervo o villano por nacimiento en los tiempos 
isabelinos, como un logro del Common Law. En tanto, los derechos políticos 
garantizaron extenderse a nuevas esferas de la sociedad, si bien es cierto 
que los derechos civiles tenían status de universalidad para el siglo XIX, no 
toda la población había accedido al derecho político del voto, que se 
limitaba a una clase social privilegiadamente económica, pero no se trataba 
de un monopolio cerrado, reconociendo la capacidad del derecho a todos. 
En lo que refiere a la fuente de los derechos sociales, ésta radicaba en la 
pertenencia a las comunidades locales y las asociaciones funcionales, que 
fue suplantada por un sistema de ayuda para los pobres (Poor Laws), en 
conjunto con un mecanismo que regulaba los salarios. El objetivo del 
modelo de ciudadanía para Marshall no es una sociedad sin clases, sino una 
sociedad donde las distintas clases tengan legitimidad en el marco de la 


justicia social. Finalmente, la hipótesis de Marshall propone que, la igualdad 
característica del modelo de ciudadanía alteró la desigualdad de las clases 
sociales por la combinación de tres factores, la distribución de los recursos, 
la extensión de la cultura y la experiencia común, que derivó en el 
crecimiento del status universal de ciudadanía vinculado a los sistemas de 
educación y ocupación. 

2.2 Los fundamentos sobre la noción de ciudadanía en Bryan Turner 


Si bien para Marshall, los derechos se expresaban en un conjunto de 
instituciones, como los tribunales, el parlamento y los consejos locales, 
afirmando que la ciudadanía disminuye los efectos negativos de la lógica de 
mercado capitalista a través de la redistribución de recursos que parten de 
los derechos ciudadanos. La tesis acerca del desgate de la ciudadanía en 
The erosion of citizenship (2001) de Turner es que, los derechos de la 
ciudadanía propuestos por Marshall, (civiles, políticos y sociales) se han 
erosionado y extendido hacia los derechos ambientales, aborígenes y 
culturales. En otras palabras, la seguridad social ha sido reemplazada por la 
seguridad ontológica. De acuerdo con Turner, la ciudadanía se ha visto 
afectada por los cambios sociales, económicos, tecnológicos y la 
globalización. Dichas transformaciones han influido en la ciudadanía, 
partiendo de tres tipos de identidad social: trabajadores-ciudadanos, 
guerreros-ciudadanos y padres-ciudadanos, analizados desde tres rutas del 
derecho sobre la que se construyó la ciudadanía: el trabajo, la guerra y la 
reproducción. El primer fundamento en su naturaleza refiere a producir 
bienes y servicios por medio de un empleo remunerado, que garantizaban 
derechos a los trabajadores como cobertura médica, seguro, jubilación y 
pensión. El segundo fundamento es el servicio a la nación al participar en la 
guerra, lo que otorgaban los derechos de salud, educación, vivienda y 
pensión. La tercera fuente es a través de la formación de familias, toda vez 
que la reproducción social promueve la asignación de derechos a los padres 
y madres de familia, derechos que son la base para el sistema de seguridad 
familiar. 


Para Turner la distinción de estos tres fundamentos ya no sostiene un 
modelo socio económico para desarrollar los derechos sociales, porque 
éstos han sido reemplazados por los derechos humanos. La conclusión de 
Turner es que el paradigma de Marshall es obsoleto para la modernidad. Los 
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derechos marshallianos tuvieron por objeto proteger a la ciudadanía de los 
efectos nocivos del mercado, ahora los nuevos derechos globales intentan 
proteger a la humanidad de los daños provocados por la globalización, la 
tecnología y el capitalismo industrial hacia el medio ambiente. Finalmente, 
Turner propone tres tipos de derechos de ciudadanía posnacional: el 
derecho ecológico, el aborigen y el cultural, estos derechos emergentes 
defienden un entorno natural seguro, la preservación de la identidad étnica, 
el respeto a diferencias culturales y a la dignidad humana que equivalen al 
derecho de la seguridad ontológica, en otras palabras el derecho a la 
existencia humana. 


2.3 Los derechos de ciudadanía en la perspectiva de Charles Tilly 


Siguiendo el argumento de Los orígenes sociales de la dictadura y la 
democracia de Barrington Moore, la propuesta que ofrece Charles en su 
estudio ¿De dónde vienen los derechos? (2004), se remite a que los 
derechos ciudadanos son un producto histórico, consecuencia de las luchas 
sociales por el establecimiento de reglas y políticas sociales, es decir que 
por resistencia a la injusticia y la instauración de la democracia se funda el 
derecho. La distancia teórica de Tilly hacia Moore se desplaza en tres 
horizontes argumentativos: la centralidad del feudalismo, el restar primacía 
a las ideas y la recuperación de los acontecimientos pos feudal. Según Tilly 
el surgimiento de los derechos ciudadanos, responde a la exigencia 
organizada de la sociedad y la negociación del pueblo con el Estado, es 
decir, desde dos perspectivas: la transformación del Estado y la acción 
colectiva, que dan lugar a los derechos ciudadanos y derechos de Estados 
oficiales. Por otra parte, un aspecto vinculado a los derechos en Europa de 
los siglos XVII al XVIII, fue la constitución del gobierno directo e indirecto 
cuando los ejércitos, que por su alto costo no todos los países podían 
comprar mercenarios y por ello se instituyó el servicio militar obligatorio. 


Así los Estados, tenían que garantizar los derechos nacionales al conjunto 
mínimo de ciudadanos como a los recursos para mantener al ejército. De 
este modo se circunscribe la situación que los nobles y el clero fueron los 
primeros en gozar de los derechos ciudadanos adquiriendo acceso directo al 
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soberano. Por su parte el gobierno indirecto concedió los derechos a un 
pequeño número de personas. De lo anterior se desprende la hipótesis de 
Tilly, donde la fundación de la milicia fue vital para las premisas de la 
ciudadanía europea que se dio en dos etapas, en primer lugar, fue la 
burguesía quien dirigió los esfuerzos para el reconocimiento de los 
derechos, es decir la revolución llevada a cabo desde arriba y en segundo 
lugar fue la alianza entre campesinos, pequeños trabajadores y la burguesía 
los que consiguieron negociar con el Estado. 


En conclusión, Tilly considera que las guerras definieron la constitución de 
los derechos y que lo expuesto no se puede considerar una teoría general 
del origen de los derechos, y expone que los derechos surgen de cuatro 
condiciones de demandas sociales: 1) El solicitante o al que recae la 
petición puede recompensar o castigar al otro. 2) Ambos negocian sobre 
recompensas y castigos. 3) Ambos negocian con terceros actores para 
imponer garantías. 4) Los tres o más actores tienen identidad y relaciones 
perdurables entre sí. 


2.4 La dialéctica de la participación ciudadana en Sergio Tamayo 


En la Crítica de la ciudadanía en la ciudad del libre mercado (2016), Sergio 
Tamayo señala que la definición de los derechos sociales surge en el marco 
dialéctico de la participación ciudadana. Tamayo describe al ciudadano 
como un sujeto que participa política y colectivamente, pero con una 
naturaleza sujeta a cambio. En este punto se presenta el problema de la 
ciudadanía en su contradicción con la influencia del sistema neoliberal. La 
dificultad de la acción colectiva es que los movimientos sociales no están 
articulados en una visión común de cambio estructural (2016:522), porque 
la dialéctica de la participación ciudadana resulta de las confrontaciones 
entre los grupos populares y las élites políticas y del mercado, campo donde 
se definen los derechos sociales. 


El desafío para Tamayo es integrar en un proyecto ciudadano las 
dimensiones de lo social, lo civil y lo político en oposición al dominio de la 
ciudad del libre mercado, donde se defiendan los programas sociales, toda 
vez que este sistema económico representa un obstáculo de las conquistas 


sociales, beneficiando a los empresarios capitalistas. Esta dialéctica de la 
participación ciudadana permite que surjan movimientos de resistencia que 
se vuelve movimientos de transformación (2016:525). 


De allí que el ejercicio de los ciudadanos se remita al vínculo entre el 
Estado y la sociedad civil con el objeto de reivindicar los derechos civiles, 
políticos y sociales, pero contrario a la tesis de Marshall sobre que el status 
de ciudadanía equivale a un pleno de igualdad, Tamayo considera que la 
ciudadanía no se conforma por individuos libres e iguales, sino que se 
configura a través de la dialéctica, y las desigualdades en una lucha por la 
hegemonía del poder. 


La ciudadanía es un concepto y a la vez una praxis, entendiendo a la 
ciudadanía como una serie de prácticas, culturales, simbólicas y políticas, 
en las que Tamayo propone que en lugar de distinguir conceptos de 
ciudadanía, sean las prácticas ciudadanas. En México, por ejemplo los 
cambios en la cultura ciudadana se conformaron por tres actores sociales, la 
élite política, los empresarios y el movimiento popular orientadas en dos 
perspectivas, desde abajo luchando por la expansión de los derechos 
sociales, y desde arriba promoviendo los derechos individualistas del 
liberalismo, estas distintas prácticas impiden hablar de un solo tipo de 
ciudadanía, pero tampoco se infiere una pluralidad de ciudadanías, por lo 
que es preferible hablar de prácticas ciudadanas (2016:526). 


3. Epistemología y participación ciudadana en torno al populismo 


Acerca de la exposición de los elementos teóricos del concepto de 
ciudadanía, cabría preguntar en un marco epistemológico, ¿Cuáles son los 
elementos de conocimiento sobre la participación ciudadana en su relación 
con el populismo? De lo que se pueden incorporar una serie de estrategias y 
contenidos derivados de los modelos teóricos presentados, muchos de ellos 
de tipo normativo. En principio hay que considerar un conjunto de derechos 
esenciales como estructura en la formación de la ciudadanía. Derechos en el 
ámbito de la vida, la seguridad social, la vivienda y la educación, que se 
extienden a la esfera política al garantizar la participación de la sociedad en 
la elección de sus representantes y el diseño de programas públicos. Otro 


tipo de elementos en la conformación del conocimiento de la participación 
ciudadana incluye la acción colectiva para reivindicar o articular demandas, 
es decir que forma un contínuum con la democracia representativa, pero 
también tiene un elemento disruptivo o en contradicción con los modelos 
políticos que enfrenta, como lo señaló Tamayo (2016). 


El marco epistemológico sobre la participación ciudadana tiene en común 
el objetivo de cooperación y compromiso con prácticas viables y efectivas. 
Es decir, que epistemológicamente la ciudadanía más allá de un concepto 
se constituye por las prácticas ciudadanas. Por mencionar dos ejemplos, el 
primero lo refiere Verónica Gago (2014), donde podemos conocer que, la 
articulación de demandas forma parte de una estrategia de participación 
ciudadana y en algunos casos tiene carácter de autogestión redefiniendo la 
cultura política y la noción de ciudadanía como la experiencia de la villa 
1.11.14 en Argentina, donde la participación de sus representantes 
ciudadanos concretizan sus demandas en la ley 403 que permite la 
urbanización y la creación de nuevos derechos para los habitantes de las 
villas. 


El segundo ejemplo lo presenta María Luciana (2019), al analizar el 
vínculo entre la articulación de las demandas ciudadanas hacia el plano 
institucional y el populismo durante el kirchnerismo, donde se demuestra 
que, una alternativa al neoliberalismo es posible, por lo que estos modos de 
participación político-populares forman parte de una epistemología de 
prácticas ciudadanas, que van más allá de una opinión doxa (Sóza) y 
residen en una experiencia concreta sobre el conocimiento, epísteme 
(cémotAun), de la participación ciudadana en relación con la lógica del 
populismo, que permitió concretar las demandas ciudadanas en decisiones 
políticas, definiendo programas públicos estructurales. 


4. El populismo como alternativa democrática 


En el presente apartado se propone la hipótesis de que el populismo en 
una lógica democrática ofrece una alternativa política válida para los 
regímenes de las democracias neoliberales, al vincular las demandas 
ciudadanas con una institucionalidad política, como elementos constitutivos 
de toda democracia, es decir, que, al existir una conexión entre la 
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participación ciudadana en el orden institucional y el populismo, éste se 
presenta como una alternativa democrática. Esta postura es defendida por 
varios autores, Camargo, (2020), Canovan (1999), Worsley (1970), Laclau y 
Mouffe (1987), por mencionar algunos. Para el propósito de este trabajo 
seguiremos la propuesta de María Cadahia (2019). 


4.1. Definiendo la universalidad del populismo 


Antes de considerar la problematización de la construcción de las 
demandas con el orden institucional, cabría exponer una definición mínima 
del populismo, para comprender sus distintos matices. En un breve contexto 
histórico, cabe recordar que en la década de los veinte, Ludwig Von Mises, 
afirmó que el régimen capitalista era la expresión más acabada de la 
democracia económica. Lo que llevaría a tomar las decisiones desde el 
modelo capitalista, como lo propone el programa ideológico de Hayek, 
sustituyendo la libertad política por la libertad del mercado. (Escalante, 
2018). 


Esto generó problemas para la democracia en América Latina, defendiendo 
el nacionalismo al postular un presidente fuerte, confiando en los 
mecanismos plebiscitarios, para contrarrestar el statu quo, si bien es cierto 
que por un lado estos mecanismos de democracia directa funcionan para 
enfrentar crisis de legitimidad política, también son riesgos que debilitan el 
sistema político (Welp, 2018). Por otra parte, mientras algunos afirmaron 
que el populismo disminuye la participación ciudadana, otros sostuvieron 
que a veces se necesitaba el populismo como una reacción hacia la 
oligarquía, pero, además que el peligro del neoliberalismo era mayor que el 
populismo (Munck, 2015). Lo que provocó para la década de Los 90's una 
lucha antineoliberal, que fortaleció a diversas organizaciones (...), por un 
lado, los movimientos sociales habían ganado terreno y fuerza, por otro, 
había desaparecido la lucha armada como opción política, surgiendo líderes 
opositores, que se decidieron a buscar el poder por la vía democrática 
desde las urnas, como el camino reformista para el cambio social (Casullo, 
2019). 


Para la década del dos mil, en el caso de la Unión Europea el populismo se 
ve como una alternativa a las limitaciones de la democracia elitista, donde 


los liderazgos se han ido imponiendo a las instituciones (Arditi, 2004). No 
obstante, algunos han visto el arribo de estos liderazgos, como 
personalidades outsiders, que se caracterizan por un carisma mesiánico, 
con un fuerte vínculo establecido entre el líder y sus seguidores. Marcando 
una retórica de lucha redentora del pueblo contra el anti-pueblo, sea una 
élite, política, empresarial o terrorista, acentuando la contraposición entre 
un nosotros que está conformado por la dupla líder-pueblo y un ellos 
representado por el villano externo y el traidor interno. De acuerdo con 
Casullo (2019), esta narrativa conduce a una acción política práctica, que 
está motivada por el enojo e incluso por el resentimiento (2019:58-65). 
Pero, según De Benoist (2018), este tipo de definiciones corresponden más 
a una denuncia hacia el populismo, visto como la «amenaza populista», que 
forma parte de un peligro imaginario inventado por la élite política para 
desviar la atención de los verdaderos peligros y que funciona más como una 
injuria que una categoría política. 


Así “el verdadero populismo es pues incompatible con todos los sistemas 
autoritarios con los que solemos asimilarlo el populismo tiene tanto o más 
futuro que la política institucional, que decrece cada vez más” (2018:3). En 
este punto De Benoist considera al populismo como una alternativa de la 
política participativa ante la hegemonía neoliberal, para servir a la tarea 
original que es la causa del pueblo. Como se ha descrito, la definición 
conceptual en sentido peyorativo del populismo, encuentra su contradicción 
en la teoría económica de la democracia como la de Anthony Downs, que 
propone un modelo de ciudadanos racionales que buscan optimizar sus 
utilidades, esta utilidad es de corte ideológico entre “izquierda” y “derecha” 
es decir optar por un régimen comunista o de libertad (Escalante, 2016). 
Notando que los términos izquierda, comunista, han sido intercambiables 
por la clase política con el de populista. Este debate confirma la crisis de la 
democracia y adquiere relevancia precisamente porque esa referencia se ve 
cuestionada por el desarrollo económico de china bajo el liderazgo del 
Partido Comunista. (Tooze, 2019:55). 


El debate conceptual sobre el populismo suscita el problema de la 
universalidad en una variación de matices, como afirma Ricardo Camargo 
(2020), la cuestión conceptual gira en torno a dos niveles, en un primer 
plano se configura una universalidad en la época del postsocialismo, como 
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la propuesta en los años noventa por parte del programa neoliberal asumido 
por Thatcher, en un segundo momento se instaura la universalidad del 
populismo en la década del dos mil con el surgimiento de los gobiernos 
nacionalistas latinoamericanos, lo que sugiere la universalidad del 


populismo, no como una única versión política. 


De tal modo que el fenómeno del populismo puede interpretarse 
históricamente en tres dimensiones, como lo propone María Cadahia en su 
artículo Hacia una nueva lógica del populismo (2019). El mediático, el 
sociológico-empírico y el teórico-formal, en la primera están contenidos los 
sistemas políticos opuestos al orden neoliberal en sentido peyorativo, en la 
segunda dimensión se consideran los regímenes políticos surgidos a 
principio del siglo XXI como los establecidos en la Unión Soviética y América 
Latina y la tercera presenta al populismo como una alternativa democrática 
institucional de gobierno y en esta última interpretación centraremos 


nuestro argumento. 


4.2. La lógica del populismo democrático. 

Una vez presentado los diversos matices sobre el concepto del populismo, 
se opta por posicionar la argumentación en el populismo desde una lógica 
democrática, para ello se requiere de nuevas interpretaciones que ofrezcan 
elementos para explicar el fenómeno, para tal efecto se propone abordar 
una doble problemática, por un lado comprobar si el populismo ha logrado 
articular las demandas ciudadanas y por otra parte si sus acciones han 
generado un orden institucional, y poder concluir si existe una conexión 
entre la participación ciudadana y el populismo. Como se mencionó 
anteriormente, los ejes argumentativos se basarán en el trabajo de María 
Cadahia (2019), quien propone establecer la conexión entre demanda 
popular (lo instituyente), con los derechos sociales (lo instituido), con el 
programa público de Asignación Universal por Hijo (AUH) desarrollado en 
Argentina en el periodo del kirchnerismo (2003-2016), que, con su política 
de ampliación de derechos, favoreció el diseño institucional del Estado. 


A manera de antecedente, entre algunas de las políticas públicas 
implementadas durante el populismo kirchsneriano, destacan la ley de 
Servicios Audiovisuales (2009), la ley de Matrimonio Igualitario (2011), la ley 
de Identidad de Género (2012) y la asignación universal por hijo (2015). 
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Todas ellas fueron producto de las demandas ciudadanas, es decir que se 
construyeron desde abajo y fueron recibidas por el gobierno para traducirlas 
en ley. En este primer punto se advierte una relación entre la base popular 
y el Estado, lo que Ernesto Laclau (2005), definiría como una lógica de 
equivalencia, en otras palabras un vínculo funcional entre la articulación de 
las demandas con el populismo. 


En lo que respecta al programa de AUH, Cadahia refiere que durante las 
dictaduras militares en Argentina comenzaron en aparecer demandas que 
exigían derechos sociales. Hacia inicios del 2000 se hizo patente la 
necesidad de un ingreso universal para apoyar a la niñez y los jóvenes 
menores de 18 años, momento en el que se construye la demanda popular 
por la activación de mecanismos de democracia directa como la consulta 
popular. En el gobierno de Cristina Fernández de Kirchsner la AUH, se 
traduce en una respuesta concreta por parte del Estado, cuando se vota a 
favor de que se convirtiera en Ley en 2015, formando parte del mecanismo 
institucional para reivindicar los derechos de protección social. De lo 
anterior se presentan tres argumentos que dan legitimidad a la articulación 
de la demanda ciudadana, en primer lugar, queda manifiesto un escenario 
de conflicto que refleja las necesidades de una sociedad, que requieren ser 
satisfechas, en segundo término, que las personas menores a 18 años 
tienen derechos y el Estado debe defenderlos y por último reconocer que las 
demandas populares se construyen desde abajo por la participación 
ciudadana. 


Finalmente, cabe señalar que en el esquema de un gobierno populista es 
posible consolidar el vínculo entre la lógica de reclamo ciudadano con la 
institucionalidad de la demanda popular, al convertirse en ley por parte del 
Estado como lo demuestra la experiencia de Argentina. Sin que ello 
signifique el fin del escenario de conflicto, porque traducir las demandas a 
través de la institucionalidad de las leyes no implica suprimir el conflicto, 
sino más bien gestionarlo al reconocer los derechos sociales y conferirles 
status de universalidad. Sin embargo, uno de los riesgos que enfrenta el 
proceso de  institucionalidad, es que pueden aparecer demandas 
particulares, mistificadas de universalidad para hacer ley peticiones 
surgidas de un lobby disfrazado de sectores minoritarios, como los que 
impulsan los populismos de derecha. Ante dichos riesgos, la tarea 
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ciudadana es proporcionarle contenido de bien común, para que entonces 
sea dinamizada por la política y pueda transformarse en una demanda 
universal, esta dinámica permitiría hacer la distinción entre una 
universalidad populista de izquierda democrática ante una de derecha y 
autoritaria, como enuncia Ricardo Camargo (2020). 


5. Conclusiones 

A modo de reflexión se pudo advertir que la lógica de la vertiente 
populista hace posible la dimensión democrática, a través del vínculo entre 
la participación ciudadana y la institucionalización de las demandas por 
parte de los estados populistas, representando así una alternativa 
democrática, que a su vez confiere legitimidad al populismo, siendo 
interpretado más allá de una ideología o estilo de gobierno, como una 
alternativa de experiencia democrática al comprender al populismo como 
un vínculo de articulación de demandas y orden institucional. No obstante, 
cabe la advertencia de que, si bien es cierto que el populismo tiende y 
puede compatibilizar con órdenes políticos democráticos también corren el 
riesgo de terminar en regímenes que favorezcan las oligarquías como el 
caso específico de Estados Unidos con Donald Trump, Camargo (2020). 
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